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Sala Segunda. Recurso de amparo numero 229/1987.
Sentencia número 79/1988, de 27 de abril.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por dona
Gloria Begué Cantón, Presidenta, don Angel Latorre Segura, don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra, Magistra
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 229/1987, promovido por «2urie:»),
Compañía de Seguros, representada por el Procurador de los Tribunales
don Federico José Olivares de Santiago, y bajo la dirección del Letrado
don Alfonso Gómez de la Granja y Romero, contra providencia de 19
de enero de 1987 del Juzgado de Distrito de Herrera del Duque. Ha
comparecido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Klagistrado don
Luis López Guerra, quien expresa el parecer del Tribunal.

1. ANTECEDENTES

1. El dia 24 de febrero de 1987 tuvo entrada en este Tribunal
escrito mediante el cual don Federico José Olivares de Santiago,
Procurador de los Tribunales, interpuso recurso de amparo constitucio~
nal en nombre de «Zurich», Compañia de Seguros. frente a la providen~
cia dictada por el Juzgado de Distrito de Herrera del Duque de fecha 19
de enero del mismo año. en el juicio de faltas número 72/83, por la que
se compelía a la recurrente al pago de indemnizaciones hasta el límite
de la cobertura de seguro obligatorio. Alegaba. como fundamento del
recurso, la vulneración del derecho reconocido en el artículo 24.1 C.E.

2. Los hechos de que deriva el presente recurso, tal como se
exponen en la demanda, son. en síntesis, los siguientes:

a) Con fecha 9 de diciembre de 1986 se notificó a la recurrente, a
través de exhorto, la tasación de las costas practicadas por el Juzgado de
Distrito de Herrera del Duque, en autos de juicio de faltas, a fin de que
procediera al pago de la cantidad de 5.760.552 pesetas. todo ello
dimanante de un accidente de tráfico ocurrido el día 4 de julio de 1982,
en el que intervino un vehiculo matrícula BA-47691, propiedad de don
Francisco Muñoz Expósito.

b) Con fecha IJ de diciembre de 1986 la recurrente impugnó la
tasación de las costas por indebida y excesiva, toda vez que la Compañia
durich» no tenía concertado con don Francisco Munoz Expósito, en
relación con el vehículo que se dice de su propiedad, matricula
BA-47691, ni certificado de seguro obligatorio de automóviles, ni póliza
de seguro voluntario. Como quiera que era la primera noticia que la
Compañia tenia de la condena recaída en el citado procedimiento, en el
mismo escrito de impugnación de la tasación de costas se anunciaba la
interposición del oportuno recurso de amparo, por vulneración de lo
dispuesto en el artículo 24 C.E.

c) Como toda contestación al escrito de impugnación, el Juzgado
de Distrito de Herrera del Duque volvió a remitir exhorto, en el que, sin
razonamiento alguno y como punto final a la controverSIa planteada, se
compelía a la recurrente al pago hasta el1ímite de la cobertura del seguro
obligatorio.

3. La fundamentación en Derecho de la demanda de amparr puede
resumirse como sigue. Considera la recurrente que la pro, Ldencia
impugnada vulnera su derecho a la tutela judicial efectiva. sin que, en
ningún caso, pueda producirse indefensión. Igualmente con. idera vulne~

rada su derecho a ser informada de la acusación formulada contra ella.
Alega a estos efectos la recurrente que, al no tener cOI.certado ninSún
tipo de seguro con don Francisco Muñoz Expósito, al parecer propieta~

rio del vehículo BA-47691. no tuvo el menor conocimiento ni de la
producción del accidente ni de sus consecuencias dañosas, ya que,
naturalmente, no recibió parte alguno de siniestro, y al no ser citada de
comparecencia, no tuvo posibilidad de defensa ni asistencia de Letrado,
sin conocer tampoco la acusación formulada contra ella, ni tuvo opción
a utilizar medio alguno de paIeba en su defensa, proóuci¿ndose un
evidentísimo supuesto de total indefensión.

4. En el suplico de la demanda, la recurrente solicita la declaración
de nulidad de tooo lo actuado en el juicio de faltas en cuestión, desde
la 'providencia de señalamiento a juicio, al que detwra cilars;; a la
recurrente para evitar su absoluta indefensión.

5. La Sección Cuarta de este Tribunal Constitucional, con carácter
previo a la admisión o no a trámite del recurso, acordó requerir al
Juzgado de Distrito de Herrera del Duque, a fin de que dentro del plazo
de diez días y de conformidad con lo dispuesto en el articulo 88 de la
LOTC, remitiera testimonio literal del juicio de faltas número 72/83,
incluido el exhorto remitido a Barcelona para requerimiento a la entictad
recurrente en amparo. Recibido el testimonio requerido, la Sección, por
providencia de 6 de mayo de 1987. acordó o.dmitir a trámite la demanda
presentada, así como, en cumplimiento de lo dispuesto en el arto S1 de

la LOTC, requerir al Juzgado de Distrito de Herrera del Duque para que
emplazara, en el plazo de diez días, a quienes fueron parte en el juicio
de faltas número 72/83, para que, si lo desearan, en el indicado plazo de
diez días, se personaran en el proceso constitucional. Con fecha 8 de
julio siguiente, la Sección acordó dar vista de las actuaciones a la entidad
recurrente y al Ministerio Fiscal, a fin de que, en el plazo de veinte dias.
fonnularan las alegaciones que estimaran pertinentes.

6. Presenta las suyas el Ministerio Fiscal el 24 de julio de 1987. en
las que, primeramente, resume los antecedentes de hecho del caso,
seiialando que no consta que a la Compañia «Zurich» se le citara para
la vista oral, ni se le notificara de algún modo la existencia del proceso,
ni ninguna declaración de la que se pueda deducir su conocimiento
extraprocesal; ni consta que se le notificara la Sentencia de primera
instancia, ni que fuera citada para la apelación, en la que no intervino,
ni, finalmente, que se le notificara la Sentencia de segunda instancia, en
la que expresamente se condenaba. A continuación,-el Ministerio Fiscal,
resumiendo la doctrina, de este Tribunal, indica que hay indefensión
constitucional cuando (a aseguradora condenada no llega a tener
conocimiento de las actuaciones judiciales, bien porque se hayan
cometido infracciones procesales o, aun sin ellas, cuando no se han
producido por los órganos judiciales los necesarios actos de comunica~

ción a la Compañía aseguradora interesada, lo que es obligado hacer de
oficio cuando el Ministerio Fiscal o las partes no lo han interesado,
precisamente para evitar la indefensión. Cabría, por ello, en el presente
caso, otorgar el amparo solicitado, pues la recurrente, sin haber sido
citada al proceso, ni infonnada de su existencia ni procesal ni extrapro
cesalmente, ha sido, sin embargo, condenada civilmente a pagar
detenninadas cantidades sin haber sido oída. ni haber tenido ninguna
oportunidad de defenderse. No obstante, la demanda podria resultar
extemporánea, ya que la indefensión trae su causa en la Sentencia y no
en la providencia de 19 de enero de 1987, y debió recurrirse en amparo
cuando se conoció la Sentencia, que fue mucho antes. como se deduce
de los antecedentes del caso. La demanda incurria así. en el presente
trámite, en causa de desestimación. Por ello, el Ministerio Fiscal interesa
del Tribunal Constitucional que, de conformidad con el articulo 86.1 de
su Ley OrgániC',a, y 372 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, conceda el
amparo solicitado. salvo que la demanda fuera extemporánea. Por otrosí
dice: 1) que el Juzgado de Distrito de Herrera del Duque haga constar
por diligencia autenticada la fecha exacta en que «Zurich», Compañía de
Seguros. tuvo conocimiento de la Sentencia finne recaída en el juicio de
faltas número 72/83 y la fecha en que le fue notificada la providencia
de 19 de enero de 1987; 2) que los mismos datos del párrafo anterior se
recaben de la recurrente, <<.ZUriCID>, Compañia de Seguros, y 3) si el
Tribunal admite estas pruebas, se interesa que de su resultado dé vista
al Ministerio Fiscal para poder formular la petición que proceda.

La representación de la recurrente, en escrito de 9 de septiembre de
1987, da por íntegramente reproducidas las manifestaciones y alt::gacio~

nes cont~nidas en el escrito de interposición del recurso.
7. La Sección, por providencia de 16 de septiembre de 1987, acordó

requerir al Juzgado de Distrito de Herrera del Duque a fin de que, en
el plazo de diez dias y de conformidad con lo dispuesto en el arto 88
de la LOTC, hiciera constar por diligencia autenticada la fecha e~acta
en que la entidad <<Zurich», Compañía de Seguros, tuvo conocimIento
de la Sentencia finne recaída en el juicio de faltas número 72/83 y la
f¡xha en que le fue notificada la providencia de 19 de enero de 1987, asi
como requerir a la representación de la entidad actora para que, en el
indicado plazo de diez días, acreditase fehacientemente la fecha en la
que le fue notificada la Sentencia firme recaída en el juicio de faltas
número 72/83 y la de la notificación de la providencia de 19 de enero
de 1987 que se mencionó.

8. En escrito de 1 de octubre de 1987 la representación de la
Compañía «Zuric1m expone que le resulta absolutamente imposible
acreditar fehacientemente la fecha en que le fue notificada la Sentencia
firme recaida en el juicio de faltas número 72/83, asi como la de
notificación de la providencia de 19 de enero de 1987, por encontrarse
ambas notificaciones en los autos del mencionado juicio, cuyo expe~

dienk completo ha sido remitido por dicho Juzgado a la Sala. Por su
parte, el Juzgado remitió los documentos interesados, que tuvieron
entrada en el Registro de este Tribunal el día 5 de octubre de 1987. Por
providencia de 15 de febrero de 1988 la Sección acordó dar traslado de
dichos documentos al Ministerio Fiscal y recurrente en amparo, a fin de
que, si lo estimasen procedente, formulasen nuevas alegaciones.
ampliando o modificando las ya presentadas con fechas 24 de julio y 9
de septiembre del pasado año.

9. La recurrente, en escrito de 25 de febrero de 1988, expone que
de la documentación remitida por el Juzgado de Distrito no se puede
determinar la fecha exacta de notificación de Sentencia, y en 10 que
respecta a la fecha de notificación de la providencia dictada en el
mencionado procedimiento, de 19 de enero de 1987, todo lo que se
desprende de la citada documentaClón es que el exhorto remitido por el
Juzgado tuvo su entrada en el Decanato de los Juzgados de Distnto de
Barcelona en fecha 23 de enero de 1987, siendo repartido, al parecer, en
fecha 28 del mismo mes y año. Por lo que suplica se libre nuevo oficio
al Juzgado de Distrito de Herrera del Duque para que se expida el
oportuna testimoOlo y se comunique por diligencia auténtica la fecha
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exacta en que la Compañía «.lurich» tuvo con'ocimiento de la Sentencia
recaída en el juicio de faltas, así como la fecha en que le fue notificada
la providencia dictada en el tan repetido procedimiento, de fecha 19 de
enero de 1987.

Por su parte, el Ministerio Fiscal, en escrito de 24 de febrero de 1988,
concluye que la indefensión que se alega trae su causa en la Sentencia
y no en la providencia. Cuando se conoció que la Sentencia era firme
debió ser recurrida, y es a partir de ese conocimiento cuando debe
computarse el plazo de los vdnte días, de acuerdo con la doctrina
establecida en la STC 10/1984. En el caso concreto, la actora tuvo
conocimiento de la Sentencia, lo más tarde, el 14 de febrero de 1985 o
el 10 de noviembre de 1986, fecha en que se le comunicó la reclamación
judicial de pago. Si se tiene en cuenta que la demada de amparo tiene
entrada en el Registro de este Tribunal el 24 de febrero de 1987, puede
concluirse que la demanda es extemporánea, lo que ahora constituiría
causa de desestimación. Si no se apreciara así el Fiscal estima que debe
concederse el amparo.

10. Por providencia de 18 de abril de 1988 se acordó señalar el día
25 siguiente para deliberación y votación de la presente Sentencia.

n. RJNDAMENTOS JURJDICOS

1. Antes de entrar a conocer del fondo de la cuestión planteada por
«2urich», Compañía de Seguros, respecto a la lesión de su derecho a la
tutela judicial, es necesario examinar la objeción que plantea el
Ministerio Fiscal respecto a la posible extemporaneidad de la demanda;
pues, de apreciarse tal extemporaneidad, daría lugar a que ese defecto
(que en su momento pudo haber sido razón suficiente para ¡nadmitir el
recurso, de haberse abierto el oportuno trámite, que la LOTe, en su
articulo 50 prevé) en el momento procesal se convertiría, de acuerdo con
reiterada doctrina de este Tribunal, en causa de desestimación. Ello
excluiría, de apreciarse esa causa, el proseguir con el análisis del caso;
por lo que resulta prioritario estimar si hubo o no extemporaneidad.

2. La lesión que se aduce del derecho a la tutela judicial Y. a la no
producción de indefensión se hace derivar de la inexistencia de
actuaciones judiciales que hicieran posible que la Compañía «ZUriCID> se
personase en el juicio de faltas número 72/83 por lesiones y daños en
circulación, pese a que tal Compañía figuraba en los correspondientes
nutos ~omo aseguradora del vehículo cuyo accidente dio lugar al
proceso, Este finalizó por Sentencia en la que expresamente se conde·
naba a !a Compañía hoy recurrente como responsable civil; Sentencia
que fue parcialmente revocada en apelación, pero en la que se confirmó
expresn.mente la responsabilidad civil de la solicitante de amparo, pese
a no haber tenido tampoco oportunidad de comparecer en la alzada.

3. Resulta, pues, que fue del proceso número 72/83 y de la
Sentencia condenatoria que lo finalizó, de donde derivaría la lesión que

Pleno. Conflicto positivo de competencia m/meru 88711985.
Sentencia número 80/1988, de 28 de abril.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente, y doña Gloria Begué Cantón, don Angel
Latorre Segura, don Francisco Rubio L1orente, don Antonio Troyol
Serra, don Fernando GarCÍa-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Eugenio Díaz Eimil. don Miguel Rodn·guez·Piñero
y Bravo-Ferrer, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia núm. 887/85, promovido
por el Gobierno, representado por el Letrado del Estado, en relación con
el Decreto 101/1985, de 23 de mayo, de la Junta de Galicia, sobre
utilización del idioma gallego en el etiquetado y publicidad de los
productos que se comercializan en Galicia. Ha sido parte la Junta de
Galicia, representada por el Abogado don Angel Fenor de la Maza y
Cornide-Quiroga, y Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega
Benayas, quien expresa el parecer del Tribunal.

1. ANTECEDENTES

1. Publicado en el ~(Diario OfiCIal de Galicia» del día 14 de junio
de 1985, el Decreto 101/1985, de 23 de mayo. sobre la utilización del
idioma gallego en el etiquetado y publicidad de los productos que se
comercializan en Galicia, se decidió el día 31 de julio por el Gobierno,
reunido en Consejo de Ministros, requerir de incompetencia a la Junta
de Galicia a fin de que se modificara el art. l del citado Decreto, en cuya
virtud se permite la expresión de los datos obligatorios del etiquetado
«de productos que se comercialicen en el ámbito territorial de la
Comunidad Autónoma» «en los idiomas gallego o castellano, o bien en
ambos idiomas». En el requerimiento de incompetencia se afirmó la

se alega del derecho a la tutela: por 10 que el plazo para recurrir en
amparo, dispuesto en el artículo 44 LOTC, ha de computarse a partir del
momento en que la recurrente tuvo conocimiento de ese proceso o la
Sentencia que le puso fin. Pues bien, como se desprende de las
actuaciones y posterior documentación remitida por el Juzgado de
Distrito de Herrera del Duque, éste libró exhorto el 19 de diciembre de
1984 al Juzgado de Distrito decano de los de Barcelona, interesando se
notificara en torma la Sentencia dictada en segunda mstancla a la
Compañía <<.lurich», con domicilio en la Vía Augusta, número 200, de
Barcelona; que esta notificación se llevó a cabo por correo certificado el
31 de enero de 1985, y que el día 14 de febrero del mismo año
compareció don Manuel Romero García, en calidad de Letrado de 1a
Compañia de Seguros «ZuricID>, y manifestó «que los datos facilitados
por el Juzgado no consta en los archivos ningún vehículo ni persona con
las características como asegurado».

4. Procede por ello concluir (sin necesidad de repetir, como solicita
la recurrente, el requerimiento al Juzgado de Distrito de Herrera del
Duque para que haga constar la fecha exacta de notificación de la
Sentencia firme recaída en el procedimiento número 72/83) que la
Compañía tenía conocimiento del procedimiento y la resolución que lo
finalizó, al menos el día 14 de febrero de 1985, como resulta de la
comparecencia y afirmaciones reseñadas de su Letrado: no ob~tante,
dicha Compañia no llevó a cabo acción legal alguna ante este Tnbunal
u otro órgano jurisdiccional para la defensa de los derechos que estimase
lesionados, y sólo el 24 de febrero de 1987 (es decir, más de dos años
después de conocer la resolución que impugna) acudió en amparo ante
este Tribunal. Es manifiesto, por tanto, que el recurso inculTe en
extemporancidad, por lo que procede su desestimación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, este TribunaL POR LA AUTORI
DAD .QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA NACION
ESPANOLA,

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por «ZUriCID), Compa~
ñía de Seguros.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estade».

Dada en Madrid, a veintisiete de abril de mil novecientos ochenta y
ocho.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre Segura.-Fernando Garda
Moo y González-Regueral.-Carlos de la Ve~a Benayas.-JesÚs Leguina
Villa.-Luis López Guerra.-Firmados y rubncados.

necesidad de que los datos obligatorios que figuren en el etiquetado de
los envases o en la rotulación de los embalajes de los productos que se
comercializan en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma se
expresasen, en todo caso, en castellano, sin perjuicio de la utilización de
la lengua gallega. Como fundamento del requerimiento se hizo constar
P?f el Gobierno del Estado que el título competencial pr:;:terentemente
vmculado a la disposición autonómica no podía ser otro que el relativo
al derecho a la mformación de consumidores v usuarios (art. 51 de la
Constitución) y que, si bien la Comunidad' Autónoma de Galicia
contaba con competencias en materia de comercio interior y defensa del
consumidor y del usuario (art. 30.4 de su Estatuto de Autonomía), no
era menos cierto qUe la naturaleza de los derechos amparados por el
referido precepto constitucional postulaba el ejercício por el Estado de
la competencia exclusiva que le atribuye el aIT. 149.1.l de la misma
Constitución, tanto más cuanto que, en el presente caso estaría
implicada la protección del derecho a la salud. Se anadió en e'l mismo
e~crito de requerimiento que tendrían carácter básico las disposiciones
dictadas por el Estado en garantía de la igualdad de todos los españoles
en el ejercicio de los derechos constitucionalmente reconocidos en su
condición de consumidores o usuarios, citándose el art. 20 del Real
Decreto 2.058/1982, de 12 de agosto, aprobatorio de la norma general de
e~iquetado. presentación y publicidad de productos envasados, en cuva
Virtud «los datos obligatorios del etiquetado de los productos alimenii~
cíos que se comercialicen en España se expresarán necesariamente en la
lengua española oficial del Estadm>.

Tran.scurrido, sín contestación por la Junta de Galicia, el plazo
estableCIdo en el arto 63.5 de la LOTe, el Consejo de Ministros acordó
en su reunión del día 24 de sepuembre de 1985. promover contiCl~
positivo de competencia, con invocación expresa de lo dispuesto en el
arto 161.2 de la Constitución. El Letrado del Estado presentó el
correspondiente escrito de demanda, ante este Tribunal. con fecha 8 de
octubre del mismo ano.

Las alegaciones expuestas en este escrito pueden resumirse como
sigue:

a) Comienza el Letrado del Estado por señalar la «gran proximi
dad» que mostran:!. este conflicto con el tramitado hajo el núm. 66/1984,


